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El principio de la equivalencia económica del contrato público, causas que lo vulneran, 

medios para su protección y herramientas para restaurarlo en Colombia. 

 

Gustavo Adolfo García Valcarcel 

Jhon Alexander Ballen Rojas 

Tomas Daniel Rodríguez Correa (dir) 

 

Resumen 

 

El derecho contractual se fundamenta, entre otras premisas, en la estabilidad de las 

prestaciones asumidas por las partes. La equivalencia del equilibrio económico de un contrato 

constituye el pilar que garantiza la correspondencia entre las obligaciones y los beneficios 

pactados; una alteración significativa en dicho balance puede comprometer la eficacia y la función 

social del acto jurídico. En el contexto colombiano, diversas fuentes doctrinales, normativas y 

jurisprudenciales han abordado el impacto de los acontecimientos imprevisibles en la ejecución 

contractual, reconociendo la necesidad de mecanismos que preserven la equidad y salvaguarden 

la finalidad económica del acuerdo. 

Palabras clave: Principio de la equivalencia económica del contrato, obligaciones, 

derechos. 

 

Abstract 

 

Contract law is founded, among other tenets, on the stability of the performance obligations 

assumed by the parties. The principle of economic equivalence constitutes the pillar that ensures 

alignment between the duties undertaken and the benefits agreed upon; a significant disruption to 

this balance may undermine the effectiveness and the social function of the legal act. Within the 

Colombian context, various doctrinal, statutory, and jurisprudential sources have examined the 

impact of unforeseeable events on contractual performance, acknowledging the need for 

mechanisms that preserve equity and safeguard the economic purpose of the agreement. 

Keywords: Principle of economic equivalence of the contract; obligations; rights. 
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Introducción 

 

El presente artículo tiene como propósito comprender en qué medida la práctica judicial y 

administrativa actual en Colombia se ajusta o se aleja de las doctrinas clásica, restrictiva e 

intermedia de la imprevisión cuando afecta el equilibrio económico del contrato, ¿cuáles son los 

principales retos legales, probatorios o procedimentales que permiten la efectiva restauración del 

equilibrio económico contractual? 

Para lograr resolver el cuestionamiento planteado este articulo examinara de manera amplia 

el origen, la naturaleza, las características, el alcance normativo, jurisprudencial y judicial en 

Colombia de los eventos imprevistos que, durante la ejecución de un contrato, puedan alterar su 

equilibrio económico. Para ello, se analizarán las bases históricas, teóricas, normativas y 

jurisprudenciales que sustentan la figura de la imprevisión y sus equivalentes en otros 

ordenamientos, con el fin de comprender su evolución y su inserción en el marco jurídico nacional 

colombiano. Este estudio permitirá identificar los fundamentos que justifican la intervención del 

ordenamiento en situaciones excepcionales que trascienden la voluntad de las partes. 

También resulta imprescindible identificar las causas o circunstancias que, según la 

doctrina, la normatividad y la jurisprudencia, generan la ruptura del equilibrio económico 

contractual. Estas situaciones caracterizadas por su imprevisibilidad y por no ser atribuibles a las 

partes introducen cambios sustanciales en las condiciones o supuestos considerados al momento 

de celebrar el contrato. A través de un análisis se evaluarán los criterios doctrinales adoptados por 

los tribunales colombianos para reconocer la procedencia de la revisión o la adaptación de las 

prestaciones, así como los límites y requisitos exigidos para su aplicación. 

Consecuentemente, se requiere determinar las compensaciones o indemnizaciones a las que 

podría tener derecho la parte perjudicada cuando la ejecución contractual se torna 

considerablemente más gravosa. Adicionalmente, este análisis busca establecer si el contratista 

tiene derecho a percibir una indemnización total o parcial, o si, en su defecto, es posible recurrir a 

una compensación en los casos en que se presenten situaciones que alteren el equilibrio económico 

del contrato durante su ejecución. 

De igual manera, se plantea interrogantes sobre las repercusiones para el contratista cuando 

este asume tales eventos: como cuestionarse sobre la legitimidad de quien debería cargar con las 

consecuencias derivadas de dichas situaciones inesperadas. Asimismo, se cuestiona si es 
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jurídicamente admisible que un contratista renuncie a reclamar indemnización por los daños y 

perjuicios derivados de lo que comúnmente se denomina "hecho del príncipe", considerando su 

impacto general en los contratos. 

Finalmente, la relevancia de esta reflexión académica radica en brindar claridad doctrinal, 

normativa y jurisprudencial que coadyuven a una mayor seguridad jurídica en las relaciones 

contractuales, ya que, al preservar el equilibrio económico, no solo se protege la confianza legítima 

de los contratantes, sino que también se promueve la eficiencia y la justicia en el ámbito jurídico. 

Este trabajo se estructura en cinco capítulos: el primero abordará el marco histórico y conceptual; 

el segundo, el análisis de las causas que vulneran el equilibrio económico del contrato, el tercero 

la normatividad vigente en Colombia sobre este principio, el cuarto que presenta los mecanismos 

de control judicial para salvaguardar el equilibrio económico del contrato en la contratación estatal 

y el quinto capítulo que por ultimo presenta las herramientas para mantener el equilibrio 

económico contractual; para así llegar finalmente a las conclusiones. 

 

Capitulo I. Origen del principio de la equivalencia económica del contrato 

 

Al acudir a los contextos históricos de los orígenes del derecho, a las grandes épocas y 

lugares que permitieron entender el mundo jurídico actual es necesario revisar en el imperio 

romano, desde luego su influencia esta permeada en muchas instituciones jurídicas  que como bien 

es sabido el derecho romano se consagró porque en su día a día afrontaba problemáticas generales 

pero también lograba proporcionar soluciones a casos concretos; fue así como allí se dieron las 

primeras posturas sobre el principio de la equivalencia  económica en los contratos conmutativos. 

De tal forma nos explica Ariño, que en esta época en el contrato de obra prevalecía la noción de 

equidad, la cual implicaba que los riesgos inherentes a la ejecución de la obra no fueran asumidos 

exclusivamente por una de las partes, sino distribuidos equitativamente entre ambas. (Ariño Ortiz, 

1968) 

Entre el siglo V y el siglo XV periodo de tiempo conocido históricamente como la Edad 

Media y debido a la divulgación de múltiples normas jurídicas conocidas como derecho canónico 

y la influencia que tenían grandes teólogos y filósofos como lo fue San Agustín quien propuso los 

cimientos del concepto del Iustim pretium o precio justo en la actualidad. Este principio, al igual 

que en el derecho coetáneo, priorizaba la estabilidad de los acuerdos, enfatizando la justa 
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equivalencia entre las prestaciones recíprocas pactadas. Consecuentemente para Jorge Villar las 

condiciones históricas son esenciales para el perfeccionamiento del derecho moderno, debido al 

predominio de la Iglesia durante esta época, que se evidenciaba y reflejaba tanto en ámbito técnicos 

como en ámbitos jurídicos. (Villar, 1968) 

En el dinamismo y evolución del derecho privado al inicio del siglo XX, determinado por 

las corrientes filosóficas y políticas imperantes, se consolidó un sistema basado en dos principios 

actuales muy importantes como lo son la lex contractus y el principio pacta sunt servanda.  

Sin embargo, dicho sistema admitía limitaciones relacionadas con la posibilidad de revisar 

las convenciones originalmente acordadas, particularmente cuando se alteraban las circunstancias 

bajo las cuales dichas prestaciones habían sido concebidas.  

En los contratos de obra regidos por remuneraciones preestablecidas con precios fijos e 

inmutables, al contratista se le adjudicaban íntegramente todos los riesgos asociados al contrato. 

Esta modalidad de contratación predominaba en los contratos administrativos, donde se pactaban 

"a riesgo y ventura del contratista". García de Enterría explica que “esta expresión hacía referencia 

a tres aspectos fundamentales: primero, que una mayor onerosidad no facultaba al contratista para 

desvincularse del contrato; segundo, que tampoco legitimaba una modificación proporcional del 

precio; y tercero, que los riesgos operativos previos al pago eran responsabilidad exclusiva del 

contratista” (García de Enterría y Fernández, 2000). 

Esta propuesta tenía dos objetivos jurídicos claros ya que buscaba garantizar el 

cumplimiento de las normativas presupuestarias (García de Enterría y Fernández, 2000) y también 

prevenir posibles litigios venideros al evitar demandas para alterar el precio inicialmente pactado.  

La idea de equivalencia económica en los contratos públicos o estatales se estableció como 

una condición esencial en las concesiones que tiene por objeto los servicios públicos. Este 

principio fue formalizado por primera vez en el derecho francés a raíz de transformaciones en las 

interacciones económicas entre la Administración pública como contratantes y los particulares 

como contratistas. Un caso emblemático fue resuelto en 1910 con el célebre fallo conocido como 

Cie. Générale Française des Tramways (Cassagne, 2009) . En el cual, se precisó que la esencia de 

todo contrato de concesión consiste en lograr una igualdad, en la medida de lo posible, entre los 

beneficios otorgados al concesionario y las obligaciones impuestas. En términos concretos, se 

trataba de establecer una equivalencia razonable entre las ventajas concedidas y las exigencias 

establecidas. Posteriormente, esta teoría se extendió a todos los contratos administrativos. Con el 
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tiempo, diversos ordenamientos jurídicos revisaron sus normas sobre la determinación del precio 

en contratos administrativos. Gradualmente se aceptó que la certeza sobre el precio no debía 

limitarse a un monto fijo e inalterable; por el contrario, se reconocieron otras modalidades para 

garantizar un precio inequívoco, verificable y justo. 

Esto permitió introducir distinciones conceptuales entre "precio justo", "precio cierto" y 

"precio fijo". Mientras que el "precio cierto" representa un valor inequívoco y verificable que 

puede ajustarse con base en las circunstancias del contrato, el "precio fijo" permanece invariable 

independientemente de dichas condiciones. El precio libremente acordado entre las partes siempre 

será considerado justo en virtud de su carácter consensuado. Sin embargo, esta perspectiva ha sido 

matizada en contextos específicos al incorporar nociones como el orden público, las buenas 

costumbres, la buena fe y la equidad, tal como lo consagran diversos artículos de nuestro Código 

Civil Arts.1602 y 1603 (Congreso de la República de Colombia, 1887). 

Adicionalmente, estas consideraciones han permitido integrar teorías como la imprevisión, 

el “ius variandi” y el “hecho del príncipe” qué a continuación revisaremos permitiendo así mayor 

flexibilidad en las relaciones contractuales. En la actualidad, resulta ampliamente aceptado que 

cualquier particular que suscriba un contrato con la Administración lo hace con el propósito 

principal de obtener un beneficio económico. Este provecho surge como resultado de la diferencia 

entre los costos asumidos por las prestaciones contractuales y el precio establecido para 

compensarlas. 

 

Capitulo II. Causas que vulneran la equivalencia económica del contrato público 

 

El principio del equilibrio económico contractual exige que las cargas y ventajas pactadas 

originalmente se mantengan en la misma proporción considerada por las partes al celebrar el 

contrato. Esta correspondencia, que motivó la decisión de contratar, sólo justifica su 

restablecimiento cuando se ve alterada de manera significativa, pues de lo contrario se vulneraría 

la finalidad económica del negocio jurídico. 

Según la doctrina de Escola (1989), el fundamento de este principio trasciende la 

normatividad legal o constitucional, pues responde a los fines de interés público que persigue la 

entidad contratante y al papel del contratista como colaborador en su consecución. Bajo esta óptica, 
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la equidad contractual demanda siempre una equivalencia justa entre derechos y obligaciones, 

garantizando una relación transparente y razonable. 

En el Estatuto General de Contratación de Colombia no se encuentran de manera formal y 

expresa las causas que conllevan al desequilibrio de la ecuación económica de un contrato. Como 

apunta Dávila , ello obedece a la imposibilidad práctica de prever todas las eventualidades que, en 

un escenario determinado, puedan modificar las condiciones o los supuestos originales de la 

prestación. (Dávila Vinueza, 2016) 

No obstante, tanto la jurisprudencia como la doctrina han identificado dos grandes 

categorías de interferencias que pueden quebrantar el equilibrio económico en los contratos 

estatales. La primera abarca los factores externos: hechos imprevisibles, ajenos a la voluntad de 

los contratantes, que encuadran en la teoría de la imprevisión y provocan alteraciones graves e 

inesperadas en las condiciones pactadas. 

La segunda categoría comprende las acciones de la Administración pública. Por un lado, 

cuando ésta dicta normas generales ya sea mediante leyes o actos administrativos que generan 

perjuicios reales y ciertos al contratista, sobre todo si no pudieron anticiparse al momento de la 

suscripción y afectan su ecuación financiera. Por otro, cuando ejerce el ius variandi para modificar 

unilateralmente las prestaciones, introduciendo cambios en las obligaciones originarias. 

Finalmente, la configuración de riesgos en la operación también influye en el equilibrio 

económico: la asignación de responsabilidades y contingencias debe reflejar el reparto óptimo de 

riesgos entre las partes. Una alteración imprevista de esta matriz por variaciones de mercado, 

desastres naturales o decisiones administrativas puede igualmente comprometer la estabilidad de 

la relación contractual. 

 

2.1 Potestas ius variandi 

 

La parte contratante que sería la entidad pública que corresponda, ejerciendo sus privilegios 

derivados del principio de mutabilidad, puede introducir modificaciones unilaterales en las 

prestaciones del contratista cuando el interés público así lo exija. Estas atribuciones excepcionales 

se justifican en la necesidad de adaptar el contrato a nuevas circunstancias o prioridades 

institucionales, siempre dentro de los límites que la ley y la buena fe imponen. 
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En materia de indemnización, la doctrina se divide en varias corrientes. que defienden la 

procedencia de una indemnización integral, pues estiman que el contratista no debe asumir 

perjuicios económicos generados por decisiones administrativas orientadas al servicio público. 

(Ariño Ortiz, 1968; Bercaitz, 1980; Escobar Gil, 1999; Granillo Ocampo, 1990; Villar, 1968) 

Contrariamente, Marienhoff (2003), equipara la potestad variandi a una expropiación por 

causa de utilidad pública y sostiene que solo corresponde compensar el daño emergente. De 

manera complementaria, De Laubadere et al (1983), puntualizan que, en supuestos de terminación 

unilateral por causas de fuerza mayor como conflictos bélicos, el juez podría excluir el lucro 

cesante, evaluando cada caso según sus particularidades. (Rodríguez Rodríguez, 2019) 

La Ley 80 de 1993, en su artículo 14, reconoce expresamente el derecho del contratista a 

ser indemnizado cuando la Administración ejerza sus facultades excepcionales. (Congreso de la 

República de Colombia, 1993) De esta forma, cualquier acto administrativo que modifique 

unilateralmente el contrato debe prever mecanismos de compensación que restablezcan la ecuación 

financiera originalmente pactada. 

En los fallos jurisprudenciales del Consejo de estado (2019), ha insistido en que las 

potestades administrativas “exorbitantes” entre las que se cuentan la interpretación, modificación 

y terminación unilateral del contrato pueden vulnerar el equilibrio económico. En tales casos, la 

entidad contratante incurre en responsabilidad contractual si no otorga las compensaciones 

necesarias para reparar el desequilibrio ocasionado. (Consejo de Estado, 2001, Expediente 28.816) 

No obstante, la normativa no detalla fórmulas o criterios específicos para cuantificar dichas 

indemnizaciones. Corresponde, por tanto, al juez de lo contencioso administrativo determinar, caso 

por caso, la extensión y modalidades del resarcimiento, asegurando así el restablecimiento de los 

derechos lesionados. 

En lo que atañe al ejercicio unilateral de la interpretación del contrato, la Administración 

pública debe reconocer al contratista el pago de las prestaciones efectivamente ejecutadas 

conforme a esa interpretación. Sin embargo, tal potestad no genera en sí misma un derecho 

autónomo a indemnización. 

Finalmente, las modificaciones unilaterales no siempre dan lugar a compensación: cuando 

se trate de adiciones u omisiones de obra dentro del tope legal del veinte por ciento, el contratista 

solo tiene derecho a recibir el precio de lo ejecutado. Si la Administración excede dicho límite, el 

contratista puede optar por la terminación del contrato y, en ese supuesto, exigir el pago de lo 
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realizado junto con una compensación proporcional por la interrupción anticipada y el reembolso 

de costos razonables. Si decide continuar bajo la modificación excedida, renuncia a reclamar 

indemnización adicional por los perjuicios derivados de ese exceso. 

La jurisprudencia del Consejo de Estado, sustentada en el Decreto Ley 222 de 1983, ha 

establecido que cualquier decisión de modificación contractual impone a la Administración la 

obligación de indemnizar al contratista por los mayores costos que dicha modificación le ocasione. 

(Presidencia de la República de Colombia, 1983) Este mandato descansa en el principio de 

conservación del equilibrio económico del contrato, de modo que toda alteración debe ir 

acompañada de la compensación o los ajustes necesarios para impedir que el contratista incurra en 

perjuicios o, por el contrario, obtenga beneficios no previstos. (Consejo de Estado, 1993, 

Expediente 4.726) 

En materia de terminación unilateral del contrato por causas ajenas al contratista, se 

distinguen dos escenarios. Primero, si el contratista aún no ha iniciado la ejecución, procede el 

reintegro de los gastos incurridos en la preparación y presentación de la propuesta, así como de 

aquellos desembolsos vinculados a la legalización del contrato, cuando ello resulte aplicable. 

(Consejo de Estado, 1999, Expediente 14.872) 

Segundo, si ya ha comenzado la ejecución, corresponde remunerar lo efectivamente 

ejecutado hasta el momento de la terminación, calculado en proporción al avance alcanzado, y 

reembolsar los costos razonables vinculados a la ejecución parcial. 

Cuando, por el contrario, la terminación unilateral obedece a un incumplimiento atribuible 

al contratista, únicamente se reconocerá el pago de lo ya ejecutado conforme a lo establecido en 

el artículo 17 de la ley 80 (Congreso de la República de Colombia, 1993). En consecuencia, no 

caben reclamaciones de indemnización por perjuicios, pues las consecuencias económicas derivan 

de la responsabilidad exclusiva del contratista. 

La caducidad, por su parte, constituye la sanción más gravosa que puede imponer la entidad 

estatal: conlleva la terminación inmediata y definitiva del contrato sin reconocimiento 

indemnizatorio alguno. Esta medida se aplica exclusivamente en supuestos de incumplimiento 

grave por parte del contratista, es decir, cuando su conducta afecta de manera sustancial y directa 

la continuidad del contrato. 

Finalmente, la ausencia de criterios precisos en la jurisprudencia sobre el alcance de las 

potestades “exorbitantes” como la interpretación y la terminación unilaterales plantea un reto para 
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definir con mayor claridad los límites y modalidades de las indemnizaciones derivadas de estas 

facultades administrativas. Será tarea del juez, en cada caso concreto, determinar el resarcimiento 

adecuado en aras de restablecer el equilibrio económico contractual. 

 

2.2 Hecho del príncipe 

 

El “factum principis” se configura cuando la Administración, en ejercicio de sus funciones 

como autoridad pública, dicta un acto de carácter general y abstracto que causa un perjuicio real y 

cierto al contratista (Marienhoff, 2003). Para encajar en esta figura, el daño debe ser imprevisible 

al momento de celebrar el contrato y provocar una alteración anormal y extraordinaria de su 

equilibrio económico. 

El Consejo de Estado ha precisado que estas medidas administrativas no modifican de 

manera directa el objeto contractual, sino que lo afectan de forma indirecta, al incrementar sus 

cargas para el contratista sin que éste tenga culpa o intervención en la decisión que genera el daño. 

(Consejo de Estado, 1999, Expediente 14.872) 

Así, el hecho del príncipe opera a título de actos ajenos a la relación contractual, pero con 

consecuencias patrimoniales para quien ejecuta el contrato. 

La doctrina Emili (2002) y la jurisprudencia coinciden en varios requisitos esenciales para 

aplicar el factum principis. Primero, el acto debe emanar del poder de imperio de la 

Administración, no de su condición de parte contratante. Segundo, la medida ha de ser 

imprevisible: ni anunciada ni conocida antes de la firma del contrato. Tercero, su alcance debe ser 

extraordinario y no responder a los riesgos ordinarios de la ejecución: es necesario demostrar un 

daño especial, directo y cierto, de magnitud distinta al sufrido por la generalidad de los 

destinatarios de la norma. 

En cuarto lugar, procede siempre una reparación integral, de modo que el Estado asume la 

obligación de compensar plenamente todos los perjuicios económicos que el contratista haya 

sufrido. Finalmente, la responsabilidad derivada de este supuesto es estrictamente contractual, 

pues el fundamento del reclamo radica en la vulneración del equilibrio pactado y no en una acción 

extracontractual. 

De este modo, el factum principis constituye un remedio específico para preservar el 

equilibrio económico-financiero de los contratos frente a actuaciones administrativas 
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excepcionales e imprevisibles, garantizando al contratista la debida indemnización cuando un acto 

legislativo o reglamentario le imponga obligaciones o costos impropios. 

 

2.3 Teoría de la imprevisión 

 

El origen de esta teoría se remonta a la jurisprudencia del Conseil d’État francés, que lo 

sistematizó por primera vez en la célebre sentencia del 20 de marzo de 1916, “Compagnie du Gaz 

de Bordeaux” (Marienhoff, 2003, p. 570). Aunque ya se había aplicado antes de manera dispersa, 

dicho fallo articuló de forma orgánica los criterios para afrontar hechos posteriores a la celebración 

de un contrato que, sin impedir su ejecución, alteran de manera notable su equilibrio económico-

financiero y encarecen su cumplimiento. 

En Colombia, la teoría ha sido acogida e incorporada bajo la denominación de “sujeciones 

materiales imprevistas”. Conforme a lo descrito por MARIENHOHFF (1998),  

el carácter anormal de las llamadas dificultades imprevistas es simplemente relativo, pues, tal 

carácter debe entenderse en el sentido de que lo ocurrido no es frecuente. La anormalidad se 

concreta en la no frecuencia de la aparición del respectivo fenómeno natural, no frecuencia que 

debe referirse a la zona o región que se considere. (Marienhoff, 2003, p. 564) 

Por lo tanto, se trata de fenómenos naturales como terreno de características distintas a las 

esperadas o la aparición de corrientes subterráneas no detectadas que no pudieron preverse ni 

anticiparse en la etapa de estudio. Estas contingencias, por su baja frecuencia en la región donde 

ocurren, se consideran extraordinarias precisamente porque escapan al caudal de riesgos ordinarios 

de la ejecución contractual. 

Para que proceda la aplicación de esta doctrina, se requieren varios presupuestos. Primero, 

el evento debe ser ajeno por completo a la voluntad y a la conducta tanto del contratista como de 

la Administración, naciendo exclusivamente del ejercicio del poder público. Segundo, su carácter 

imprevisible y extraordinario ha de traducirse en una carga económica desproporcionada, capaz 

de transformar el esfuerzo de ejecución en una actividad desequilibrada desde el punto de vista 

financiero. (Consejo de Estado, 1999, Expediente 11.194; Consejo de Estado, 2001, Radicación 

No. 08001-23-31-0001-1993-8312-01(12083)) 

Además, el contrato debe permanecer vigente: la teoría no opera en supuestos de fuerza 

mayor que impliquen la suspensión definitiva del vínculo. El acontecimiento debe ser transitorio 
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no un obstáculo permanente y no haber dado lugar a la interrupción unilateral por parte del 

contratista, ya que el propósito es garantizar la continuidad del servicio público o la obra 

contratada. 

Asimismo, ha de demostrarse que, aun tras un examen razonable de los riesgos en el 

momento de la contratación, el evento no era identificable ni cuantificable de antemano. Si el 

fenómeno era previsible y las partes omitieron preverlo en las cláusulas, perderían el derecho al 

resarcimiento por negligencia propia. 

Por último, la distribución de la carga económica debe buscar una solución equitativa. 

Lejos de exigir responsabilidad indemnizatoria absoluta por parte del Estado, la doctrina 

representada por autores como Jeza (1950), propugna mecanismos compensatorios que permitan 

restablecer el equilibrio sin imponer al erario una obligación de pago total, sino compartida según 

la magnitud de los perjuicios. 

En síntesis, la adopción del factum principis o sujeciones materiales imprevistas persigue 

asegurar la viabilidad y la prolongación del contrato ante acontecimientos excepcionales, 

proporcionando un marco jurídico que protege tanto el interés público como la estabilidad 

económico-financiera del contratista 

 

Capitulo III. Régimen normativo de la equivalencia económica del contrato público en 

Colombia 

 

En el ordenamiento jurídico colombiano y concretamente sobre contratación estatal, uno 

de los derechos esenciales del contratista es la preservación del equilibrio económico, sustentado 

en la equivalencia de las prestaciones y en el respeto de las condiciones pactadas inicialmente por 

ambas partes. Este principio encuentra respaldo expreso en diversos preceptos del Estatuto de 

Contratación Ley 80 de 1993: artículo 5°, numeral 1; artículo 14, numeral 1 inciso 2; artículo 25, 

numeral 14; artículo 27; y artículo 50. (Congreso de la República de Colombia, 1993) 

El artículo 5°, numeral 1, contempla dos mecanismos para restaurar el balance contractual 

perturbado: primero, una indemnización que cubra las pérdidas ocasionadas por acontecimientos 

imprevistos no imputables a ninguna de las partes, sin que ello suponga garantía de ganancias; 

segundo, una indemnización integral que restablezca la equivalencia económica original cuando 

el desequilibrio provenga de incumplimientos de la Administración. 
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Por su parte, el artículo 14, numeral 1 inciso 2, dispone que toda vez que la Administración 

ejerza sus prerrogativas excepcionales tales como modificaciones unilaterales corresponden 

compensar e indemnizar al contratista por los perjuicios que estas facultades le generen. 

El artículo 25, numeral 14, obliga a la entidad contratante a prever en su presupuesto una 

partida destinada a cubrir contingencias derivadas de retrasos en los pagos o de revisiones de 

precios motivadas por alteraciones en las condiciones iniciales del contrato. 

El artículo 27, dedicado al principio de conmutatividad, regula las formas de restablecer la 

economía contractual cuando esta se vea alterada, aplicando dicho principio tanto en favor del 

contratista como de la propia Administración. 

Finalmente, el artículo 50 establece que, si la Administración ocasiona daños al contratista 

por acción u omisión, deberá proceder a una reparación integral que incluya no sólo los daños 

emergentes sino también las utilidades dejadas de percibir. 

Este principio de equilibrio económico no es exclusivo del derecho público: el artículo 13 

de la Ley 80 remite a las normas del derecho privado, y el Código Civil Colombiano lo refleja en 

varios de sus artículos 16, 1519, 1602 y 1603 (Congreso de la República de Colombia, 1887). Así, 

el artículo 16 limita la libertad contractual ante el orden público y las buenas costumbres; el 1519 

prohíbe los contratos con objeto ilícito; el 1602 sanciona las cláusulas abusivas que desnaturalicen 

el balance económico; y el 1603 impone el deber de buena fe, exigiendo lealtad y rectitud en la 

ejecución contractual para alcanzar tanto la finalidad social como la privada del acuerdo. 

 

Capitulo IV. Mecanismos de control judicial para salvaguardar el equilibrio económico en 

la contratación estatal 

 

En la contratación pública, el equilibrio económico puede verse afectado tanto por 

actuaciones preparatorias como por contingencias surgidas durante la ejecución del contrato. 

Cuando la Administración incluye en los pliegos de condiciones riesgos imposibles de prever, esta 

asignación desmedida puede comprometer la viabilidad financiera del contrato desde antes de su 

formalización. En tales casos, los oferentes cuentan con la acción de nulidad para impugnar 

cláusulas que condicionen la adjudicación a la asunción de obligaciones desproporcionadas. 

Durante el proceso de selección, si el acto de adjudicación se fundamenta en criterios que 

implican riesgos extraordinarios para el contratista, éste queda obligado a responder por ellos 
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durante toda la ejecución, lo cual le impide luego reclamar restablecimiento alguno, pues la 

asunción de esos riesgos fue elemento decisorio. Reconocer lo contrario vulneraría el principio de 

igualdad entre los participantes del proceso licitatorio. 

Por el contrario, cuando la asunción de riesgos no ha sido explicitada como criterio de 

adjudicación, el contratista dispone de dos vías de reparación: la reclamación administrativa o la 

acción contractual ante la jurisdicción competente. Mediante ellas, puede solicitar la nulidad 

absoluta de cláusulas abusivas aquellas que imponen compromisos desproporcionados y reclamar 

indemnización por los perjuicios ocasionados. Estas acciones deben ejercerse dentro de los dos 

años siguientes al perfeccionamiento del contrato, sin importar su plazo de ejecución. 

Adicionalmente, la acción contractual permite la revisión del contrato para restablecer las 

prestaciones económicas comprometidas por eventos extraordinarios: la teoría de la imprevisión, 

el factum principis, el ejercicio del ius variandi, las sujeciones materiales imprevistas o la 

materialización de riesgos preestablecidos que excedan expectativas razonables. En todos estos 

supuestos, el objetivo es corregir desequilibrios en la conmutatividad y la equidad que 

fundamentan la relación contractual. 

Si las controversias no se solucionan en sede administrativa, el contratista puede acudir a 

la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Allí, y con base en las causas acreditadas de desfase 

económico, solicitará la indemnización o compensación correspondiente, asegurando así la 

protección efectiva del equilibrio pactado originalmente. 

 

Capitulo V.  Herramientas para restaurar el equilibrio económico del contrato estatal 

 

En el ordenamiento colombiano, la preservación del equilibrio económico en los contratos 

estatales se reconoce como un derecho irrenunciable de las partes. Para garantizarlo, la Ley 80 de 

1993 y su reglamento el Decreto 1082 de 2015 establecen cuatro mecanismos complementarios: 

El primero tiene que ver con la revisión de precios (Congreso de la República de Colombia, 

1993; Presidencia de la República de Colombia, 2015) permite ajustar el valor contractual cuando 

se alteran los costos de los insumos determinantes (mano de obra, materiales, etc.). Este 

mecanismo responde a cambios extraordinarios en los precios de mercado y tiene por objeto 

mantener la correspondencia entre el costo real de ejecución y el precio originalmente ofertado, 

sin modificar la estructura financiera sobre la que se celebró el contrato. 
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La revisión de precios se erige como un instrumento esencial para responder a las 

alteraciones extraordinarias en los costos de ejecución de un contrato público. Desde una 

perspectiva dogmática, este mecanismo encarna la tensión entre la certeza del precio y la equidad 

contractual: si bien el contrato aspira a garantizar seguridad jurídica mediante montos 

preestablecidos, la realidad de los mercados impone fluctuaciones que, de no atenderse, 

convertirían en inviable la prestación. Jurídicamente, la revisión de precios reconoce que el 

principio pacta sunt servanda no es absoluto: la estabilidad de las prestaciones debe coexistir con 

la justicia económica, de modo que ni la Administración ni el contratista asuman riesgos 

desmedidos. Su correcta aplicación demanda criterios transparentes y técnicos que identifiquen los 

insumos determinantes y delimiten el ámbito de perturbación, evitando así arbitrariedades y litigios 

futuros. 

El segundo se relaciona directamente con el reajuste de precios es diferente a la revisión 

por alteraciones de insumos, el reajuste atiende a la erosión del poder adquisitivo de la moneda 

frente a la inflación normal. (Congreso de la República de Colombia, 1993, Ley 80)  Su finalidad 

no es aumentar la remuneración del contratista, sino conservar el valor real del precio pactado, de 

modo que los pagos reflejen el mismo poder de compra acordado al momento de la firma. 

El reajuste por inflación tradicionalmente se percibe como un mero ajuste técnico, pero 

reviste profundas implicaciones jurídicas y sociales. Garantizar el poder adquisitivo de la moneda 

cumple una función de justicia intergeneracional: evita que el contratista, al cabo de la ejecución, 

reciba un valor real sustancialmente inferior al pactado, lo cual podría minar su derecho a una 

remuneración digna y desincentivar la participación en licitaciones estatales. Desde el punto de 

vista normativo, reconectar la obligación de pago con la realidad inflacionaria propicia la 

efectividad del contrato, sostiene la confianza legítima y preserva la función social del gasto 

público. No obstante, la implementación del reajuste exige pautas objetivas de cálculo y períodos 

de revisión claramente definidos, para prevenir la discrecionalidad administrativa y garantizar la 

predictibilidad. 

La indemnización integral, es el tercero y se presenta cuando el desequilibrio proviene del 

ejercicio de potestades “exorbitantes” de la Administración como el ius variandi o el hecho del 

príncipe procede la indemnización integral. (Congreso de la República de Colombia, 1993, Ley 

80) En estos supuestos, el contratista tiene derecho a que se reparen tanto el daño emergente (los 
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costos adicionales irrecuperables) como el lucro cesante (las utilidades dejadas de percibir), de 

manera que el contrato recupere su equilibrio económico original. 

La indemnización integral emerge como la respuesta más plena al desequilibrio generado 

por potestades administrativas “exorbitantes” ius variandi y factum principis que alteran 

unilateralmente el riesgo contractual. Su amplitud, que integra daño emergente y lucro cesante, 

refleja la primacía del principio de restitutio in integrum: el contratista debe ser reestablecido en 

la posición económico-patrimonial que habría tenido de no mediar la interferencia estatal. Este 

enfoque protege la buena fe objetiva y refuerza la responsabilidad contractual de la 

Administración, evitando que el ejercicio de sus atribuciones se traduzca en beneficios indebidos. 

Académicamente, resulta crucial delimitar los eventos indemnizables y cuantificar rigurosamente 

los perjuicios, a fin de evitar indemnizaciones excesivas o de imposible asimilación por el erario 

público. 

Finalmente, la compensación parcial, ante eventos imprevisibles no imputables a ninguna 

de las partes la teoría de la imprevisión se aplica la compensación parcial. (Congreso de la 

República de Colombia, 1993, Ley 80) Este instrumento cubre únicamente el daño emergente, 

reconociendo los costos extraordinarios ocasionados al contratista por hechos ajenos a su voluntad, 

sin alcanzar la reparabilidad total que exige la indemnización integral. 

La compensación parcial, asociada a la teoría de la imprevisión, se plantea como un 

mecanismo equilibrado que atiende sólo al daño emergente causado por hechos imprevisibles y 

externos a las partes. Su naturaleza parcial subraya la idea de que no todos los riesgos anormales 

eximen al contratista de asumir parte de la carga: la propia imprevisibilidad impone una 

concurrencia de esfuerzos para dar continuidad al proyecto, evitando una indemnización total que 

podría fomentar la inacción o el oportunismo. Legalmente, la compensación parcial incentiva la 

diligencia y la previsión razonable en la contratación pública, al tiempo que reconoce la necesidad 

de reparar situaciones que escapan al control de los operadores contractuales. Desde el punto de 

vista práctico, su aplicación exige definir con precisión qué constituye un hecho imprevisible y 

cómo establecer el nexo causal, de modo que se preserve la equidad sin debilitar la solidez 

financiera del Estado. 
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Conclusiones 

 

1. Se evidencio que en lo relativo al restablecimiento económico del equilibrio en los 

contratos debido a la aparición de causas que alteren su estabilidad, la parte afectada debe 

demostrar una serie de condiciones establecidas en el ordenamiento jurídico colombiano.  

2. Se logró demostrar que las partes pueden solicitar el restablecimiento del equilibrio 

económico conforme a las corrientes actuales de la jurisprudencia del Consejo de Estado 

en Colombia. 

3. La teoría de la imprevisión, como mecanismo para el restablecimiento económico, ha 

atravesado diversas etapas: una restrictiva, otra integral y finalmente una intermedia. Esta 

última retoma aspectos de la primera al considerar que el efecto jurídico esencial radica en 

el reconocimiento por parte de la Administración de una compensación o ayuda 

encaminada a mitigar el déficit económico generado por un fenómeno extraordinario e 

imprevisible.  

4. Este desequilibrio genera la obligación de determinar, de acuerdo a las disposiciones 

judiciales aplicables, si corresponde reconocer y pagar compensaciones o 

indemnizaciones.  

5. La ley, sin embargo, no fija criterios específicos sobre cuándo debe adoptarse una opción 

u otra, por lo que el alcance de la teoría del hecho del príncipe frente al acto administrativo, 

este no debería limitarse únicamente a los casos donde dicho acto proviene del ente 

contratante. Puede también tener lugar cuando emana de otro órgano distinto.  
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